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SEÑOR PRESIDENTE (Domínguez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Recibimos con agrado al señor Ministro, quien ha sido convocado para abordar el anteproyecto de ley 
remitido por su Cartera para la elaboración de una ley marco en materia de tránsito y seguridad vial. En su 
momento el Ministerio nos convocó -tuvimos una serie de entrevistas- para analizar esta problemática. En 
este sentido, desde hace un tiempo la Cartera ha venido realizando recopilaciones y trabajos que fueron 
enviados a esta Comisión asesora del Parlamento y el tema está siendo estudiado desde hace más de un año. 
Inclusive, hicimos una puesta pública, una teleconferencia, que me parece que tomó el tema un poco en frío, 
aunque de todos modos sirvió para que las Juntas Departamentales del país accedieran formalmente a este 
asunto. Posteriormente, algunas Juntas remitieron ciertos aportes, aunque de hecho fueron pocas. 


Este trabajo luego estuvo respaldado por aquellas organizaciones que han estado ligadas históricamente a 
estas cuestiones, principalmente por la CONATRAN, que es la Comisión asesora. Precisamente, hay una ley 
del año 1994 que habilitó a esta Comisión honoraria a trabajar en estos asuntos, siendo un ámbito que 
convocaba a una cantidad importante de organizaciones y organismos del Estado; cabe consignar que 
permanentemente tuvimos presente sus aportes. 


En estas últimas semanas contamos en dos oportunidades con la presencia del Congreso Nacional de 
Intendentes; acudió el Intendente Vergara y el señor Irazoqui, quien es uno de los asesores principales sobre 
esta temática del propio Congreso de Intendentes. También contamos con la presencia del Director de la 
Dirección Nacional de Transporte de la Intendencia Municipal de Montevideo, Gonzalo de Toro. De manera 
que la Comisión ha seguido muy atentamente todas estas cuestiones y ha tratado de dividir los temas 
considerando el aspecto institucional y el normativo, a los efectos de ser más precisos en el análisis. 
Adviértase que este tema debe tener un consenso político; son asuntos muy difíciles, porque históricamente 
atraviesan las problemáticas de las Intendencias Municipales, a las que permanentemente hemos tenido en 
cuenta. Hay que reconocer que todo lo que ha pasado en este país en cuanto a los permisos y a lo relacionado 
con las potestades de las Intendencias, a veces se transformó en un impedimento para lograr una acción 
nacional sobre esta cuestión que es tan grave y que día a día acarrea mayores dificultades para la vida de la 
sociedad uruguaya. 


La invitación al señor Ministro pretende abordar una serie de articulaciones que hemos hecho; en el día de 
ayer, llegamos a una síntesis -que sigue estando en el marco de un anteproyecto- sobre este asunto. De hecho 
es el Ministerio el que primero envió la iniciativa y solicitó nuestra opinión sobre el particular. Ahora bien; 
creo que hemos llegado a buen puerto y que estos son los primeros pasos que nos conducirán a algo tan 
importante como es una ley marco en materia de tránsito y seguridad vial. 


Por lo tanto, quisiéramos escuchar los comentarios del señor Ministro sobre este anteproyecto que todos 
aspiramos se transforme en una ley. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Yo vengo contento, con mucho 
optimismo porque, según la información que me hicieron llegar, me parece que avanzamos y muy bien 
en el camino que puede dar respuesta a esta necesidad principal que tiene esta materia pendiente de la 
sociedad uruguaya, que es cómo establecemos un ámbito responsable, con capacidad ejecutora para 
desarrollar, promover y coordinar políticas en materia de seguridad de tránsito. En este párrafo estoy 
diciendo que el camino que se inició con el intercambio informal y siguió con la oficialización de una 
propuesta a la Comisión de Tránsito y Transporte, con el trabajo que esta realizó con otros Diputados y 
con el intercambio con distintos sectores, está dando el producto que necesitamos. Además, según tengo 
entendido, esta iniciativa se está concretando de la forma en que la precisamos: con el más amplio 
respaldo posible, algo necesario si es que queremos cambiar un fenómeno que afecta a toda nuestra 
sociedad y respecto del que todavía no hemos encontrado la forma de actuar coordinadamente y con 
coherencia. Por eso este primer párrafo me parece importante. 


Antes entrar a la consideración del tema tengo la necesidad de hacer un comentario. Repasando versiones 
taquigráficas de sesiones anteriores en las que legítimamente los invitados han dado sus opiniones -todas 
muy respetables- encontré algunas valoraciones que no puedo dejar de comentar. Ustedes saben que la Ley 
N? 16.585 creó una Comisión, una especie de ámbito de coordinación, integrado por representantes de 
distintos organismos y presidida por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Por lo tanto, esa Comisión 
que algunos llamaban CONATRAN existe en la medida en que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
la convoque y funcione con esta; no existe al margen del Ministerio. Por aquí se dijo que el Ministerio había 
quitado el lugar de reunión a la CONATRAN. Eso es absolutamente falso y fue irresponsable decirlo. 
Simplemente, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas convoca, o no, a una reunión, y el hecho de que 
algunos integrantes de esa coordinación, al margen del Ministerio, se reúnan por su cuenta en otro lugar, solo 
responde al ejercicio del derecho que cualquier ciudadano tiene de juntarse con otros para hablar de lo que 
quieran -por suerte en este país eso es posible-, pero eso no es la CONATRAN, no lo hacen en el marco de la 
Ley_N? 16.585, ni nada por le estilo. 


Por otra parte, uno de los problemas que el país ha tenido hasta el momento -no yo, que soy un recién 
llegado- es que lo que hablaban y decidían quienes integraban esta Comisión, que supuestamente 
representaban a distintas instituciones públicas y privadas, nada tenía que ver con lo que después esos 
organismos hacían en la práctica, en la gestión de todos los días. Esa falta de armonía tiene mil ejemplos que 
se expresaron en campañas y definiciones públicas que de ninguna manera han ayudado a desarrollar una 
política de seguridad en el tránsito en este país. 


Por eso, sin dar a esta cuestión más importancia de la que realmente tiene, me interesaba hacer esta precisión 
con firmeza, porque de lo contrario quedaría en actas una constancia que no es justo que aparezca en esos 


términos. 


Por otro lado, es cierto que enviamos un anteproyecto, un borrador, pero antes hasta conversamos con 
algunos Diputados vinculados con la Comisión, a quienes invitamos para realizar un intercambio de 
opiniones y tratar de ver cuál era el camino a seguir, habida cuenta de que esto lo resolvemos entre todos o no 
lo resolvemos. Por eso no remitimos un proyecto firmado por el Presidente de la República sino una carta a la 
Comisión para que los señores Diputados trabajaran sobre esa base; se trataba de no imponer a ningún sector, 
ni a ningún legislador, algo que después operara como un elemento de resistencia. Ahora bien, eso no quiere 
decir que el tema no haya sido estudiado. Esto fue estudiado por los técnicos del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, quienes elaboraron el material sobre el que trabajamos; esto no lo hizo este Ministro. De 
alguna manera, procuramos tomar en cuenta, entre otras, las opiniones de los integrantes de la CONATRA, 
que en más de una oportunidad fue reunida a esos efectos; algunas opiniones fueron consideradas y otras no. 
Nuestra preocupación es ver cómo encontramos un camino para que efectivamente exista una política de 
seguridad en el tránsito en el país, no para asegurar que algún sillón esté ocupado por ciertas personas, de 
modo que puedan decir que integran algo cuando, en realidad, siempre comentan los acontecimientos y - 
como ya anunciamos- cuando hay una semana difícil o un fin de semana con accidentes aparecen los chorros 
de lágrimas de cocodrilo, pero desde 1994 hasta la fecha poco se ha avanzado en la coordinación necesaria. 


Hechas estas aclaraciones -que me parecen necesarias- digo que he recibido el resumen de la Comisión y la 
propuesta de separar en dos etapas la consideración de este tema. Si este es el camino que ayuda a avanzar, 
nosotros estamos absolutamente de acuerdo. 


Sabíamos que en este caso debía haber una iniciativa concreta. La verdad es que cuando terminamos de 
repasar los temas, nos dimos cuenta de que el borrador que mandamos tenía muchos más artículos y capítulos 
de los que queríamos. Nos parece que esos temas son sustanciales; tal vez falte alguno, pero están los 
sustanciales. 


Coincido con lo que me parece ha sido una conclusión de la Comisión en el sentido de que para avanzar 
tenemos que dar el primer paso y este es ver si podemos instalar el ámbito responsable. Después ya 
tendremos tiempo de profundizar en cada una de las definiciones que hacen a las reglas de juego que en 
primera instancia se tienen que fijar. Sin embargo, creo que una cosa no tiene que estar divorciada de la otra. 
Si hiciéramos solamente esto y no hiciéramos lo otro o quedara postergado en el tiempo, estaríamos 
designando un nuevo organismo que quedaría como colgado, sin tener brazos para avanzar. Como se trata de 
coordinar competencias y jurisdicciones que no necesariamente están alineadas en un mismo orden 
jerárquico, si no están aprobados determinados marcos generales, esa unidad, ese ámbito ejecutivo, ¿qué va a 
aplicar? ¿Qué referencia va a tener? 


Hecha esta aclaración, considero que perfectamente el primer paso puede ser el que ustedes me sugieren. 


Más allá del detalle -que a mí no me corresponde- he dado lectura a la propuesta. En este sentido, quiero 
hacer un comentario principal y algunos comentarios secundarios, con el afán de seguir redondeando esta 
iniciativa, que me parece está llegando a su culminación. 


La preocupación principal es en cuanto a si el proyecto aprobado por la Comisión ya está en condiciones de 
someterse a la consideración parlamentaria -lo que significaría un proceso más rápido- o si una vez resuelto 
el texto definitivo, ustedes nos lo enviaran para promoverlo desde el Poder Ejecutivo. Digo esto habida 
cuenta de que la unidad que se está creando va a depender del Poder Ejecutivo, de la Presidencia de la 
República y, entonces, creo que sería conveniente -no sé si constitucionalmente debe ser así- que el proyecto 
contara con la aprobación del Presidente de la República, para no encontrarnos con que llevamos adelante 
todo un proceso y después nos tocan el timbre y nos dicen: "No, ¿a quién consultaron por esto?". 


Por cierto, en su momento el Ministro comunicó al Presidente que había mandado una nota con determinadas 
características, pero si vamos a poner en marcha el procedimiento de aprobación, daría la impresión de que 
sería bueno que viniera un Mensaje del Poder Ejecutivo, que incluyera el texto que ustedes elaboren. 


Esta es la reflexión principal, para que ustedes analicen el mecanismo a seguir. Si coinciden con mi 
preocupación, nos comprometemos a promover el texto que surja desde aquí. Entonces, las únicas 
observaciones serían las que hicieran los asesores jurídicos del Presidente y no otras. 


Ahora voy a formular algunas interrogantes. Por ejemplo, el literal M del artículo 3* establece: "administrar 
los fondos presupuestales y extrapresupuestales que se le asignen con el fin de atender sus cometidos". Esto 
parece lógico, pero debemos tener la preocupación -no digo que no deba figurar así- de que coincida con las 
disposiciones generales en materia presupuestal, porque esta unidad dependerá del Estado uruguayo. 


Por su parte, el literal Ñ establece: "supervisar la aplicación uniforme y rigurosa de las normas y 
procedimientos de señalización vial establecidas por el manual interamericano de Dispositivos de Control 
(...)". Creo que en este punto convendría hacer una definición más general porque, como ustedes saben, en 
materia de normas internacionales hay más de una convención. En primer lugar, habría que ver si en el país 
todos aplicamos y aceptamos la misma convención, lo que sería muy bueno; si fuera así, habría que poner 
expresamente cuál es la convención. De lo contrario, habría que hacer una referencia general. La verdad es 
que si preguntara a algunos de mis técnicos sobre este tema -no he tenido tiempo de hacerlo-, seguramente, 
me podrían decir con qué convenciones se maneja el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. No tengo la 
certeza de que todas las Intendencias manejen la misma convención. Por eso, una redacción más general nos 
pondría a salvo. 


En el literal P establece: "otorgar acuerdos, contratos, convenios y alianzas estratégicas bilaterales o 
multilaterales (...)". En este caso sucede lo mismo; habría que tener en cuenta el marco de lo que son los 
procedimientos habituales del Estado uruguayo. 


También tengo señalado el artículo 5%, que tiene que ver con la iniciativa. 
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El último inciso del artículo 6” establece: "El Presidente tendrá la representación del órgano y será designado 
por acuerdo entre sus miembros (...)". Tal como sucede con las otras Unidades, la designación del Presidente 

y de los miembros debería reservarse al Presidente del República, de quien van a depender. Entonces, esto no 
debería quedar librado a un acuerdo entre miembros sino que debería venir la designación del Presidente, con 
los integrantes del organismo. 


Bueno, esto es todo; miren qué sencillo. 
SEÑOR YANES.- Al igual que el señor Ministro, voy a ser sintético. 


En primer lugar, voy a hacer algunas constancias políticas para que consten en la versión taquigráfica. El año 
pasado, cuando comenzamos con el tema del Consejo Nacional de Seguridad Vial, inmediatamente el señor 
Ministro se puso en contacto con nosotros y nos planteó el interés del Poder Ejecutivo de trabajar en serio en 
esto. Entonces, más allá de que nos correspondan las generales de la ley, quiero reconocer que parte del 
producto que hoy estamos trabajando provine del compromiso asumido por el Ministerio -no solo del 
Ministro sino también del cuerpo de asesores- de generar rápidamente caminos de entendimiento para llegar 
a esta etapa. 


También quiero dejar constancia del espíritu de trabajo en serio han tenido los señores Diputados integrantes 
de esta Comisión. En mi caso, he tenido el mismo espíritu, a pesar de no ser uno de sus integrantes, y me han 
dado la posibilidad de participar en forma muy abierta. Quiero resaltar las presentaciones y planteos públicos 
de los señores Diputados Doti Genta y Botana, quienes desde un primer momento, más allá de discutir 
algunos elementos puntuales -obviamente, tenemos visiones distintas- y de pertenecer a partidos distintos, se 
pusieron a trabajar en serio. 


Entonces, hoy esto es el producto del trabajo tanto de la bancada mayoritaria como de la oposición. Recuerdo 
que el señor Diputado Washington Abdala, en su momento y como coordinador de la bancada del Partido 
Colorado, nos dijo que le diéramos para adelante porque, en líneas generales, se iba a apoyar una legislación 
en ese sentido. Entonces es importante que se exprese, en este resumen final, la disposición de todos de sacar 
esto como una bandera nacional. 


Lo que nos imaginamos fue que en esta sesión haríamos una devolución oficial sobre aquella carta o aquel 
mensaje que se nos enviara. Aprovecho para remarcar la lógica distinta que se ha implementado para la 
elaboración de este proyecto de ley. El Ministerio, que podría haber tenido la iniciativa y un manejo interno 
del proyecto -sabiendo que la bancada mayoritaria lo votaría-, generó una lógica distinta y dijo: "¿Hay gente 
que quiere participar y que va a trabajar en serio? Entonces, lo mandamos lo más abierto posible". A tal punto 


fue así que algunos artículos finalizaban en puntos suspensivos porque los técnicos no habían encontrado la 
fórmula adecuada para redactar la definición. Nosotros pensamos que hoy el señor Ministro expresaría en 
líneas generales su opinión -la acaba de dar- y se llevaría esta devolución para luego enviar un proyecto 
formal que fuera discutido en el Parlamento. 


Hay detalles por agregar. Ayer el señor Diputado Botana hizo tres o cuatro planteos que conocíamos porque 
ya los había hecho públicos. Todos estuvimos de acuerdo con no incorporarlos ahora para no frenar esta 
etapa, pero sí nos comprometimos a que, iniciada la discusión en la Comisión, serían analizados e 
incorporados. 


Quiero expresar mi agradecimiento a todos los que han trabajado para llegar hasta aquí. La voluntad es que 
este proyecto tenga un rápido trámite parlamentario. A todos nos parece que estos proyectos no pueden estar 
muy separados en el tiempo. Más allá de la necesidad de dar señales a la opinión pública y de avanzar en 
cuestiones formales y burocráticas -como puede ser el armado de la institucionalización de la Unidad-, todos 
coincidimos que una cosa no puede despegarse de la otra; tienen que estar muy cerquita en el tiempo. 
También ha existido por parte de todos el compromiso de dar una diligente discusión y concreción a este 
proyecto. Como parte de este equipo me siento muy agradecido. 


Tanto los asesores del señor Presidente de la Comisión como los nuestros considerarán absolutamente de 
recibo las dos propuestas del Ministerio. Por ejemplo, antes se nombraba a la CONATRAN y ahora se 
elaboró una definición mucho más abarcativa. El no quedar encerrados en nombres, por el tema de los 
convenios, fue el criterio general. Ante la posibilidad de concretar muchas convenciones, la idea fue 
establecer una definición que cobijara a la mayoría de ellas para no quedar encerrados en la ley. 


SEÑOR BRENTA.- En cuanto al literal M) del artículo 3*, una de las cuestiones consistiría en que la 
próxima Rendición de Cuentas debería asignar fondos presupuestales, algún recurso a esta Unidad 
Ejecutora, en tanto esta exista en el momento en que llegue la Rendición de Cuentas. Esto implica que 
el proceso de sanción de la ley esté terminado. Los fondos extrapresupuestales -donaciones, 
testamentos, etcétera- se prevén al final y son los que normalmente se establecen. Lo de la Rendición de 
Cuentas no es menor. Más que el Ministerio, lo deberíamos considerar nosotros. No sé si en función de 
los tiempos es posible que esto transite el proceso parlamentario, a efectos de que se pueda incorporar 
en la próxima Rendición de Cuentas; no va a ser fácil porque los plazos son cortos. 


Ayer se realizaron algunos planteos importantes con respecto a la necesidad de que el Registro Único de 
Conductores, Vehículos, Infractores e Infracciones esté efectivamente a cargo de la Unidad que se crea, tal 
como proponía el proyecto del Ministerio en su artículo 13. También se expresó la necesidad de incorporar el 
artículo 14, que establece las potestades de la Unidad Reguladora, a efectos de obtener la información de las 
Intendencias Municipales. El señor Diputado Botana agregaba una propuesta que va más allá, en cuanto a 
implementar mecanismos para obtener esta información, lo que ha sido una dificultad en este proceso. Me 
refiero a la lentitud de las Intendencias Municipales -por calificarlas de alguna manera- para proporcionar la 
información y actualizarla. Esto puede transformar el Registro en algo útil o en algo inútil, porque si la 
información no está actualizada, el Registro no sirve para nada. 


Lo otro que hay que considerar y que también analizamos ayer, es lo referente a la derogación del 

artículo 284 de la Ley_N” 17.296, en cuanto a la posibilidad del retiro de los documentos, algo que ha sido 
insistentemente planteado por todas las Intendencias Municipales. Esto en definitiva constituye otro de los 
aspectos que inciden en que el Registro funcione, aplique sanciones y permita habilitar algunos mecanismos 
de estímulo, como el famoso tema de la libreta puntuada, que es tan recurrente como las lágrimas de 
cocodrilo que mencionaba el señor Ministro; cuando aparecen las lágrimas de cocodrilo, aparece la libreta 
puntuada. Lo que nadie dice es que la libreta puntuada no puede hacerse efectiva hasta tanto no exista un 
Registro, porque quien pierde los puntos saca la libreta en otro lugar. 


SEÑOR BOTANA.- Hasta en el mismo lugar. 


SEÑOR BRENTA.- Exactamente. 


Me parece que la incorporación de estas cuestiones, más allá de la voluntad de la Comisión, cierra el 
proyecto que va a ser la solución a mediano y largo plazo. 


Comparto que hay una segunda parte relativa a las normas y hay una zona jurídica complicada, 
correspondiente a las competencias nacionales y municipales. Ayer analizamos la posibilidad de que el 
Ministerio nos diera una mano en lo referente al límite de las competencias sobre el tránsito -a esa zona gris 
que hay entre las competencias nacionales y municipales- que hay que dilucidar y que, eventualmente, puede 
necesitar alguna definición a nivel de los Municipios. 


SEÑOR BOTANA.- No voy a sumar comentarios respecto a la satisfacción que tenemos todos en la 
etapa que estamos arribando porque, bueno, en definitiva, todos sentimos eso; lo hemos venido 
compartiendo y trabajando en comunión con otras iniciativas anteriores, con esta, con las que vinieron 
de distintos lugares, intentando hacer realidad lo que es, en definitiva, uno de los cometidos que cada 
uno de nosotros se impuso, que es el de coordinar en el país un conjunto de normas. 


No voy a abundar tampoco en comentarios acerca de la inteligencia de separar la cuestión normativa y la 
cuestión de las condiciones de la parte institucional, de modo de poder avanzar con mayor celeridad en el 
tema. Entonces, creo que ha sido una de las buenas cosas que hemos hecho, analizar la cuestión institucional 
para después entrar en el detalle de lo relativo al tránsito en sí mismo y a la seguridad vial. 


Comparto con el Ministro y creo que quienes somos legisladores de la oposición no podemos de ningún 
modo cortarle la posibilidad -más allá del significado jurídico-, pero corresponde que el Presidente de la 
República y que el Ministro de Transporte y Obras Públicas, es decir, el Poder Ejecutivo, tenga iniciativa en 
esta materia. Eso es buena cosa, es sano para todos; por lo tanto, con gusto vamos a hacer la devolución - 
como lo dice el señor Diputado Yanes hoy- y vamos a esperar que venga la iniciativa para recorrer el camino 
formal. 


El señor Diputado Brenta entraba en el tema presupuestal, y todos sabemos que para que esta medida tenga 
éxito tiene que haber plata. Si no hay presupuesto, nos va a quedar como la ley de los discapacitados o varias 
leyes que se votaron en el Parlamento Nacional y que son enunciados de buenas intenciones, nada más que 
eso, enunciados programáticos. Nosotros precisamos una ley que funcione. Por lo tanto, tenemos que tener 
recursos. 


Propongo al señor Ministro que comience a negociar los recursos para este organismo -porque los votos 
están- y que los comience a negociar para el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para después hacer la 
transferencia desde el Ministerio a este organismo cuando esté creado. Porque el organismo, la UNASEV, no 
va a llegar antes de que esté la Rendición de Cuentas aprobada. Así que bueno sería tratar de negociar unos 
recursos que no son tan cuantiosos a veces, no son tan importantes, de modo que este 20 de octubre podamos 
estar con la UNASEV funcionando a pleno y no con la UNASEV siendo fuente de quejas permanentes. 


El otro comentario que hacía el señor Diputado Brenta es cierto. Comparto el hecho de que esta Unidad es la 
que debe administrar el Registro, por una razón: porque si no, las potestades de esta Unidad y su función 
quedarían volcadas muy directamente al asesoramiento. Si creamos un organismo tenemos que darle una 
función ejecutiva permanente y necesaria. Y si no, empieza a ser discutible la creación de lo institucional. Así 
que comparto, con la redacción original que vino del Ministerio, de que esta Comisión debe administrar el 
Registro Único de Conductores, Infractores y Vehículos. 


Y reitero la sanción que propuse ayer y de la cual estoy absolutamente convencido. Si aquí simplemente se le 
dice a alguien que sería bueno que mantuviera actualizados los datos, como contribución al conjunto de las 
demás Intendencias y de los demás organismos que trabajan en la materia del tránsito, pasa lo que ha pasado 
en el país. Los Programas están, todas las Intendencias cuentan con ellos, recibieron el equipamiento 
informático, recibieron la formación de su gente, recibieron la visita de técnicos que colaboraron con ellos en 
la actualización de los Registros, y apenas cinco o seis Intendencias cumplieron con su deber de mantener los 
datos actualizados. 


Y con que haya una Intendencia o un organismo que no contribuya a la actualización de los datos, con eso 
basta para que la medida fracase. Con lo cual, lo que propongo es muy sencillo: propongo la sanción al que 
no tenga la información actualizada. Y la sanción es no recibir los recursos presupuestales, todos o, por lo 


menos, una cuota parte de ellos. Bueno, a las Intendencias del interior el castigo, indudablemente, fuerte es el 
de no poder recibir los recursos presupuestales de caminería rural, o podríamos hablar de alguna otra de las 
partidas que están acordadas para las Intendencias. 


El problema es que ahora estamos trabajando en un régimen de partida única, salvo estos recursos de 
caminería rural del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Pero la idea es que haya una sanción en 
materia presupuestal a aquel que no contribuya con la información, Intendencia u organismo del Estado, 
cualquiera sea. 


Porque, además, es lógico, la Intendencia, además de dar información, que eso es algo que a todo el mundo le 
cuesta, tiene además que incurrir en costos para darla. Tiene que destinar funcionarios, tiene que destinar 
funcionarios capacitados. Por lo tanto, bueno, es grande la tentación de incumplir, y creo que acá tenemos 
que poner el premio a cumplir o la sanción a incumplir. 


Lo otro es que para avanzar rápidamente deberíamos dar a la Unidad que se crea la potestad de crear normas 
con validez en todo el territorio nacional que simplemente no puedan contravenir la ley, es decir, que solo la 
ley pueda modificar. 


Las normas deben referir, por supuesto, a las normas de circulación, a las condiciones de los vehículos, a las 
condiciones que deben de cumplir los conductores y a la obligatoriedad de que los inspectores tengan 
determinados niveles de formación y que cumplan con determinados requisitos, además de la formación, 
determinadas condiciones psicofísicas, porque no cualquiera puede ser inspector, y esa es una de las fuentes 
importantes de conflictividad que tenemos. 


SEÑOR YANES.- Ayer lo dejé pasar porque había otras obligaciones de la Comisión. Estamos de 
acuerdo en que los inspectores, como todos -los docentes, los policías, los políticos-, deberíamos pasar 
por exámenes psicofísicos seguido. 


Lo que es inadmisible y es una cuestión que va a causar un poco de desgracia, pero no me importa, es que me 
parece inaudito que en algunos departamentos, como, por ejemplo, en Maldonado, donde el tema surgió hace 
algunos años, haya un límite de altura. Como mido 1,60, según la reglamentación de Maldonado, yo no 
hubiera podido ser inspector de tránsito. Y el argumento que dio el Director de Tránsito de ese momento fue 
que los Inspectores debían medir más de tanto para observar por encima de los autos a fin de ver las 
infracciones. 


Entonces, considero que eso entra en una concepción espartana, y, obviamente, me parece discriminatorio; 
para la versión taquigráfica digo que todo el mundo que me ve sabe que no puedo pasar de 1,60. Ayer lo dijo 
el señor Diputado Botana como una cosa positiva que tenía este proyecto y yo lo convalido, pero sin llegar a 
este tipo de extremos, que parece normal y natural, que hoy que se manejan aviones desde una computadora, 
se establezca a nivel de la Fuerza Aérea, como requisito, tener una determinada altura. Antes, cuando había 
que llegar a los pedales o a las palancas, tal vez se justificaba, aunque las palancas se podían hacer más 
largas. 


Quiero dejar marcado este aspecto porque para los negros, para los gordos, para los pobres, hay 
discriminación, y también en este caso para los petisos. 


Aproveché esta oportunidad porque hace mucho tiempo que la estaba esperando y el señor Diputado Botana 
me la dejó picando ayer. Estoy de acuerdo con esos exámenes y esas revisaciones, pero no al absurdo o a 
repetir esquemas que me parecen totalmente discriminatorios. 


SEÑOR BOTANA.- Comparto también la inquietud del Diputado. Pero creo sí que este es un tema 
importante, al cual no le hemos dado la trascendencia debida. Conocemos múltiples conflictos 
producidos a causa de la impericia de quien tiene el poder de controlar. Tenemos que saber en manos 
de quién el Estado deposita esa función de control. 


Han existido ejemplos del ejercicio del autoritarismo en un momento, además, que es de rozamiento especial 
y de molestia especial, y eso ha sido fuente de conflictos importantes. Pero, además, no puede en nombre del 
Estado inspeccionar quien ni conoce las normas ni está psíquicamente preparado para mantener el diálogo 


que tiene que tener con la persona a la cual, eventualmente, le estará quitando la libreta. Adelanto a decir que, 
más allá del comentario que hice ayer, que es absolutamente inefectivo quitar la libreta a alguien hoy porque 
la puede sacar en otro departamento, en otra Junta -y después de haber hecho el comentario recordé un caso 
que conozco y que podría documentar de un amigo que tiene seis libretas sacadas en la misma Intendencia-, 
creo que más allá de eso, igual, de cualquier modo, creo que el retiro de la libreta, el retiro de la habilitación, 
es cuestión que puede ser generadora de violencias y que pueden existir otros mecanismos como, por 
ejemplo, el marcado de la libreta, hasta llegar a la inhabilitación. 


Eso puede ser una solución menos violenta. Pero todos estos son mecanismos que creo que tenemos que darle 
a la Unidad Nacional de Seguridad Vial la posibilidad de instrumentar, y de hacerlo en el marco de un buen 
ejercicio de coordinación con todos los interesados, de discusión tratando de llegar, primero, a consensos, y 
después tratando de imponer. Y, bueno, en el caso de que eso violente fuertemente la concepción que tienen 
las mayorías del país en determinado tema, la ley se va a encargar de modificar lo que esta Unidad de 
Seguridad Vial imponga como solución en cuanto a requisitos para los vehículos y los conductores, en cuanto 
a normas de circulación y en cuanto a requisitos para los inspectores. 


Por último, con respecto al tema del respeto a la autonomía municipal, consagrado en la Ley_N* 9.515, creo 
que tenemos que ser respetuosos absolutos de la autonomía municipal, que tenemos que preservarla y que, 
por otro lado, tenemos que dar seguridad; tenemos la obligación de dar seguridad en el país. Por lo cual, creo 
que deben quedar determinados espacios para que en el ámbito departamental, o en zonas del departamento, 
los Intendentes puedan establecer determinadas condiciones -o más que los Intendentes, los Gobiernos 
Departamentales puedan establecer determinadas condiciones- para las habilitaciones de los conductores y 
para la habilitación de los vehículos. 


Con esto me estoy refiriendo, específicamente, a la posibilidad de que en zonas rurales de los departamentos 
donde la peligrosidad es mínima se habiliten determinados vehículos que no cumplan con todos los requisitos 
para circular dentro de determinadas partes del departamento, dentro de determinadas zonas geográficas e, 
incluso, que se habilite a algunas personas a circular en esas zonas y exclusivamente dentro de ellas, pero que 
eso quede reservado al ámbito de lo departamental. Con esto estaremos preservando niveles de autonomía. Si 
los Intendentes quieren dar habilitaciones nacionales deben cumplir con la normativa nacional, y si quieren 
dar habilitaciones departamentales, las pueden dar en el marco de lo que es la legislación departamental, pero 
solo con validez para el departamento. 


Voy a poner un ejemplo: en mi departamento existe la posibilidad de que los muchachos puedan conducir con 
dieciséis años, bajo la responsabilidad de sus padres. Desde que la medida está en práctica, más o menos 
desde el año 1996, hasta la fecha no ha habido un solo inconveniente; ni una consecuencia negativa ha traído 
esta habilitación. Es más, esto ha reforzado la responsabilidad de los muchachos, ha sido un buen ejemplo. 
Por lo cual si la Unidad Nacional de Seguridad Vial decidiera que esta no es una práctica aplicable más que 
en una pequeña comunidad -como un departamento como el nuestro-, bueno, está bien. Ahora, si la práctica 
ha sido buena y no ha traído inconvenientes -es más, ha traído una mejor formación de conductores y de 
crecimiento de la responsabilidad en varios muchachos-, bueno, sin duda, que puede seguir siendo practicada. 
Creo que hay que preservar a la autonomía municipal determinados ámbitos. Lo que se corresponda con lo 
nacional, debe cumplir las normas nacionales de seguridad. Allí la autonomía no corre porque la potestad no 
existe; la autonomía es dentro del departamento, siempre que no se contravenga. A la idea de la autonomía 
también se contraponen otros valores, y si lo vamos a ver desde el punto de vista de la ley, leyes otorgan 
autonomía y leyes otorgan potestades nacionales. No existe la autonomía para robar en ningún departamento; 
no existe la autonomía para matar en ningún departamento; no existe la autonomía para cometer cualquier 
tipo de delitos en ningún departamento. La autonomía tiene los límites, en este caso, el del cumplimiento de 
determinadas normas nacionales. 


Voy a referirme a la CONATRAN, a la Comisión Nacional de Transporte. Yo tengo mis dudas respecto de la 
solución que el proyecto encuentra. Creo que podríamos avanzar a algún tipo de solución intermedia, en la 
cual se compatibilice toda esta formulación que tiene la CONATRAN, que es rígida -como bien se dijo-, que 
enumera uno por uno todos los participantes y que a veces no cumple con la participación. Creo que 
podríamos llegar a una redacción en la cual compatibilizáramos la existencia de Cámaras asesoras, un poco 
mejor descritas por la ley que las que tenemos en esta normativa. 


SEÑOR MAHÍA.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas. 


Hago mías las palabras del señor Diputado Yanes en cuanto a la metodología de trabajo impulsada por el 
señor Ministro y la Comisión; realmente, ha sido fructífera. Consideramos que un tema que es muy complejo 
se está tratando con mucha naturalidad, y eso hace a la cosa. 


Por otro lado, quisiera hacer dos o tres comentarios. 


Con respecto a la necesidad de negociar recursos para esta Comisión, le deseo suerte al señor Ministro, 
porque es una cuestión que tiene que ver con aspectos que hacen a la construcción general del Presupuesto.. 
Además, le tenemos fe al Ministro, porque sabemos de su sensibilidad. 


Con respecto al Registro Nacional de Infractores y al retiro de la documentación, creo que todo depende de 
cómo se formulen las acciones y demás. Ahora bien; en cuanto al registro, tenemos dificultades desde el 
punto de vista jurídico. Habrá que buscar una instrumentación en lo que tiene que ver con las Intendencias, 
porque hay una cuestión de potestades municipales que es insoslayable. En este sentido, creo que los 
mecanismos que ha propuesto el señor Diputado Botana son muy inteligentes, porque relacionan la 
asignación de recursos nacionales con las Intendencias, lo que realmente es muy digno de estudio. Ahora 
bien; para la puesta en práctica de alguna de estas iniciativas, algunos Gobiernos Municipales tendrán que 
ajustar muchas cosas, teniendo en cuenta sus características. El señor Diputado Espinosa formó parte del 
Gobierno Municipal de Canelones en la Administración pasada y sabe perfectamente que en un Gobierno 
como ese, que tiene veintisiete Juntas Locales, habría dificultades de instrumentación de algunas de estas 
medidas, como las que sugiere el señor Diputado Botana, aunque son estrictamente necesarias. Quizás, para 
ponerlas en marcha debería existir una especie de cláusula gatillo temporal; es decir: para determinada fecha 
se debe tener al día un registro -habrá una comunicación al Gobierno Central-; de lo contrario ocurrirá tal o 
cual acción nacional. 


Con respecto al retiro de la documentación, en el Parlamento se debatió bastante ese asunto, especialmente en 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. Ahí entraron a tallar los 
compañeros Diputados -abogados, además- en cuanto a que la libreta es personal y demás y hay toda una 
argumentación en tal sentido. Yo no digo que la comparta o no; no hago una fundamentación en este 
momento, pero sí digo que hubo una discusión pesada en Cámara, aunque eso no quiere decir que no se 
pueda revertir. De todos modos, sí sirve como precedente y la norma está vigente. 


Este es un tema muy complejo y voy a dar un ejemplo puntual. Uno de los últimos problemas que ha tenido 
el Gobierno Municipal en la ciudad de Las Piedras es el de las picadas que se organizaban frente a la 
Comisaría, lo cual era algo increíble. Oportunamente nos comunicamos con el Ministerio del Interior y ya no 
se realizan picadas en ese lugar. Ahora bien, la no retención de la libreta y demás aspectos, tornaban 
dificultosa la tarea de los inspectores municipales -se pedía apoyo al Ministerio del Interior-, teniendo en 
cuenta la naturaleza de la infracción. Y cuando se corría a quienes hacían picadas en la Avenida Artigas entre 
el mástil y el Obelisco -para quienes conocen Las Piedras-, se iban a otras calles y hasta el día de hoy se 
sigue luchando contra este grupo de personas inconscientes, por llamarlas de alguna manera. Ojalá que este 
tipo de unidad coadyuve en la adopción de medidas concretas que precisa más de un ente público. 


Finalmente, debo decir que me sorprendió gratamente la información que nos ha dado el señor Diputado 
Botana en cuanto a que los jóvenes de dieciséis años pueden manejar vehículos en el departamento de Cerro 
Largo, con autorización de sus padres; eso es algo positivo. Pero el caso que relato representa algo negativo; 
quizás estos instrumentos puedan ayudar a resolverlo en el futuro. 


Por lo tanto celebro esta idea; no obstante, advierto que algunos aspectos que van a quedar para más adelante, 
pueden ocasionar dificultades en el campo jurídico. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero decir que la instrumentación de este tema en la frontera y en mi 
departamento va a ser sumamente compleja. Los permisos de circulación en Rivera se dan por miles y 
la Intendencia cobra a automóviles brasileños, en su inmensa mayoría ya dados de baja del otro lado. 
Entonces, la instrumentación de este asunto va a ser verdaderamente caótica, en la medida en que los 
intereses que se van a tocar son sumamente complejos. No se trata sólo de retirar la libreta, sino de 
todo lo demás. 


Por lo tanto, creemos que es fundamental buscar un camino, dadas las dificultades que se crean para aquellos 
que están dentro de la normativa, que tienen automóviles brasileños y que se verán afectados por esta 
situación sumamente compleja. 


Reitero que este tema va a ser sumamente complejo en Rivera. Es más, en estos días van a explotar en el país 
algunas cosas bastante bravas que involucran situaciones muy difíciles; no quiero proseguir con esto ahora, 
porque es información que tengo en la manga. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quisiera señalar la satisfacción por el avance sustancial que ha tenido este tema. 
Asimismo, en mi calidad de delegado de sector, quiero dejar constancia de una felicitación a los 
miembros titulares, quienes han trabajado en forma excelente, por supuesto que con los aportes 
ministeriales del caso. 


Es cierto que este órgano sin dinero no va a poder funcionar. Por lo tanto, al igual que lo ha hecho el Partido 
Nacional, y tal como lo ha manifestado nuestro coordinador al señor Presidente de la Comisión, adelantamos 
que para esa instancia también van a estar los votos del Partido Colorado. 


Indudablemente va a haber matices en cuanto a la aplicación técnica de este proyecto. En ese sentido, bien se 
ha dicho que las áreas grises entre la competencia municipal, la autonomía y lo que pretende este proyecto, 
indudablemente van a ocasionar algunas diferencias que con seguridad se van a ir dilucidando. No me parece 
muy complicada la unificación del registro único. Me da la sensación de que el avance informático en la 
mayoría de las Intendencias permitirá hacerlo; tendrá que reinar la voluntad necesaria para que se concrete 
rápidamente. Al respecto, me pareció muy interesante la cláusula gatillo de la que habló el señor Diputado 
Botana para comprometer a los Gobiernos Municipales en una rápida instrumentación de esta medida. 


Quiero hacer una puntualización. En Canelones contamos con la participación de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil para la capacitación del cuerpo inspectivo; es algo muy interesante y que en este momento 
resulta oportuno mencionar. Quizás exista la posibilidad de que esta experiencia se extienda a nivel nacional. 


También quiero plantear al señor Ministro que, muchas veces, las áreas grises no se dan solo en cuanto a la 
aplicación de algunas normas, sino también en lo que hace a las competencias y jurisdicciones. Muchas 
veces, como consecuencia de algunas zonas grises de competencia entre vialidad nacional y vialidad 
departamental, algunas escuelitas enfrentan situaciones complicadas; sé que son aspectos mínimos del 
problema, pero también hacen a la cosa. En definitiva, habría que definir bien las competencias y 
jurisdicciones, para ver de qué forma este organismo podrá unificar criterios, a efectos de que no queden 
dudas en cuanto a la seguridad vial y a la actuación de los equipos inspectivos. El compromiso en este 
sentido debe ser asumido entre todos, incluyendo, por supuesto, al Gobierno Nacional y a los Gobiernos 
Departamentales. 


Nuevamente, felicito la presentación de esta iniciativa y los aportes que esta Comisión está haciendo. 
SEÑOR DOTI GENTA.- Creo que está todo dicho. 


Agradezco la presencia del señor Ministro y a los compañeros que trabajaron en el tema; nosotros hicimos un 
pequeño aporte. 


Deseamos suerte a todos: a la Comisión y al Ministerio. Este proyecto de ley tocará intereses y generará 
problemas. Repito: les deseo la mayor de las suertes para que se concrete lo antes posible esto que se inició 
en aquella reunión que hicimos el año pasado a instancias del señor Ministro y de la que también participó el 
señor Director Nacional de Transporte. Esperemos que todo sea para bien en un tema tan sensible como el de 
la seguridad en el tránsito. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- En primer lugar, ustedes pueden 
terminar la redacción del documento, nos lo envían y les prometemos que, tal como vienen las cosas, en 
una semana estaremos promoviendo la aprobación para que llegue por la vía oficial. 


En segundo término, también nos comprometemos a analizar el resto del proyecto para ver cómo lo 
ordenamos y enviarlo de nuevo a efectos de seguir el procedimiento que ya nos dio resultado: que la 
Comisión lo tenga como material de trabajo para ver cómo se puede ir avanzando. 


En tercer lugar, esto es complejo; no se agota en las resoluciones que vamos a tomar, tiene muchas aristas 
más. Cuando uno trata de perfeccionar algo corre el riesgo de volver el tema cada vez más complejo, 
avanzando pero a la vez postergando la definición. Creo que empezar es bueno si existe un compromiso de 
seguir trabajando, para ir abordando mil aspectos que se nos escapan de estos artículos que hasta ahora 
hemos acordado. Pero es fundamental dar manija a la cosa. 


Además de que el tema es complejo, nosotros tendremos que hacer un esfuerzo -digo "nosotros" porque creo 
que todos estamos en la misma sintonía- porque el proyecto resultará aprobado y será promulgado pero no 
por eso la vida cambiará sustancialmente, pues el proceso que tenemos por delante llevará su tiempo antes de 
que empiecen a verse los resultados. 


Inclusive, en cuanto a los aspectos de educación -respecto de los que ustedes hicieron precisiones en la 
redacción para no lesionar autonomías, y me parece muy bien- tendremos que hacer mucho esfuerzo para que 
efectivamente se incorporen a los programas de enseñanza en la forma en que corresponda y que 
recomienden los especialistas. Pero esto tiene que ser incorporado; si no empezamos a sembrar esto en la 
formación de nuestros niños y jóvenes no cambiaremos sustancialmente la realidad. 


Ustedes habrán recibido invitaciones para participar en múltiples campañas vinculadas con la seguridad en el 
tránsito, desarrolladas por entidades privadas, oficiales y semioficiales. A mí también me invitan, y realmente 
me ponen en un compromiso porque si uno va está avalando lo que hacen, que no necesariamente apunta a 
fortalecer el criterio de que debemos tener una política de seguridad en el tránsito sino que hasta entra en 
contraposición o promueve determinados productos o servicios. Por eso tratamos de contestar que la 
seguridad en el tránsito implica que todos trabajemos en función de determinados lineamientos y no que cada 
cual haga lo que quiera, porque vender seguros o yerba no es lo mismo que aportar a una campaña de 
educación. Digo esto porque los señores Diputados tienen innumerables vínculos y pueden multiplicar este 
esfuerzo; la idea es que cada vez que nos pidan una opinión respecto de este tema exhortemos a contribuir a 
un trabajo que fortalezca esta política que el Parlamento empezará a definir. 


Por otro lado, tomo nota de las dificultades en cuanto a los recursos. La Comisión nunca ha tenido un peso - 
eso es cierto- y la seguridad en el tránsito exige recursos. Sobre esto también se podrían contar anécdotas. La 
cuestión es que resulta necesario prever una política que no será responsabilidad exclusiva de este ámbito 
regulador o ejecutivo, porque tanto el Ministerio de Transporte y Obras Públicas como las Intendencias y los 
demás organismos del Estado tendrán que cumplir con sus cometidos en materia de señalamiento, 
mantenimiento de carreteras, etcétera. Sin embargo, la instrumentación de políticas, la difusión de las normas 
vigentes y el acercamiento de la gente a determinados programas no pueden quedar supeditados a iniciativas 
particulares. Actualmente se hacen cosas, pero cada uno hace lo que puede o lo que le parece, y no puede ser 
porque, a veces, hasta creamos confusión. 


Por último, el retiro de la documentación efectivamente es una necesidad, pero no para prepotear a los 
conductores. No es cierto que la licencia sea una propiedad; es una constancia de autorización que se pierde 
cuando se hace mal uso de ella. Por cierto, estuve en el Parlamento cuando se votó el artículo 284 y me 
manifesté en contra. No se trató de hacerlo por un tema de estar en la oposición y ahora por estar en el 
Gobierno; cada uno votó en función de cómo analizaba el tema y desde dónde lo veía. De todos modos, hay 
una serie de temas que tenemos que abordar. Tal vez, el más delicado sea el del relacionamiento con las 
Intendencias Municipales. Nosotros tenemos que trabajar junto con las Intendencias, que tienen su 
autonomía. No es nuestra intención -además, no daría resultado- tironear sobre competencias o 
jurisdicciones. El asunto es convencernos de que tenemos cosas para hacer y que es mucho mejor hacerlas 
juntos y coherentemente. 


Hay fenómenos como los que describe el señor Diputado Fernández o como los que todos conocemos en 
relación a algunas licencias de conducir que aparecen no se sabe de dónde ni cómo. Creo que es de interés de 
todos solucionar esos problemas y que los Intendentes van a estar de acuerdo con que tenemos que encontrar 
la forma de evitarlas. Y si tiene que haber procedimientos de llamado de atención que obliguen a que se 
cumplan estas normas, no me parece mal analizarlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Algunos señores Diputados han hecho algunas apreciaciones que van a 
quedar registradas para seguir profundizándolas. 


Me parece que hemos llegado al vértice de lo que buscábamos. No obstante, voy a señalar dos cosas que se 
mencionaron en el día de ayer y que considero importante repetir para que el señor Ministro pueda enviarnos 
alguna respuesta jurídica al respecto. 


Me refiero a las competencias del órgano desconcentrado, de la unidad reguladora que va a ser UNASEV; 
esto fue algo que en la sesión anterior planteó un señor Diputado, aunque no recuerdo quién lo hizo. Creo que 
es importante señalar la parte legal relativa a cómo está ubicado ese órgano y qué significa. 


También pienso que debemos coordinar las apreciaciones de ANEP, aunque todavía no han sido enviadas. La 
doctora que participó aquí fue muy clara en cuanto a que ellos no objetan ningún tipo de relacionamiento y 
solución al problema de la educación vial en el ámbito educativo. Sin embargo, insisten en que la autonomía 
tenga otros caminos de solución. Me parece que esto puede quedar en la órbita del Ministerio de Educación y 
Cultura. De esta forma, podríamos ubicar correctamente cuestiones que nos rebasan y sobre las que no 
tenemos -al menos nosotros- conocimiento legislativo. 


Por otra parte, estoy totalmente de acuerdo con que no se pueden divorciar las dos cosas. Pienso que hicimos 
el mayor esfuerzo de concentración de temáticas. En definitiva, nuestro funcionamiento legislativo también 
pasa por una visión política de los problemas. Acá hubo una asociación de ideas políticas de todos los 
sectores partidarios, que se concentraron en dónde dar en el clavo. Creo que, hasta acá, eso fue lo vital. De 
aquí en más, la tarea no va a ser sencilla; comparto que esto va a ser muy complejo. 


Estoy totalmente de acuerdo con lo que dice el señor Ministro en cuanto a cómo debemos relacionarnos con 
las Intendencias. Me parece que el Congreso de Intendentes ha avanzado muchísimo. Considero que hay una 
interrelación sobre los problemas que afligen a la sociedad uruguaya; se concentran y se han trasmitido. El 
Intendente y los asesores que han estado con nosotros han sido muy claros, muy específicos. Ellos han 
avanzado; consideran el tema del registro y del retiro del documento. 


Acá hay legisladores que tienen experiencia en el funcionamiento de las Intendencias y hablan del grado de 
avance o de retroceso, o dicen que en algunos lugares no han avanzado. También sabemos que hay lugares 
del país que son más difíciles que otros. El señor Diputado Fernández nos señala las dificultades que existen 
en Rivera. Nosotros decimos que a veces la marcha la señala el que va más lento. Entonces, no debemos 
tener expectativas de que la cosa va a ser sencilla. 


Creo que en este ámbito las cuestiones han sido bien ubicadas y les dimos el nivel que queríamos. Nosotros 
teníamos una expectativa y se cumplió. Es un paso. 


El material con las observaciones que entregamos en el día de ayer al señor Ministro es todo lo que tenemos. 
Por lo tanto, queremos que el Ministerio dé el segundo paso, haciendo los ajustes necesarios. En su momento, 
haremos lo que corresponda; en esto tenemos total acuerdo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quiere decir que el material que me 
mandaron sería la base para elaborar el proyecto. 


SEÑOR YANES.- Además, se deben tener en cuenta las dos puntualizaciones sobre la generalización de 
los convenios y la observación al literal P), que recién hizo el señor Ministro y que son de recibo. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Entonces, espero que me manden la 
versión taquigráfica, para poder empezar a trabajar. 


Por otra parte, el señor Presidente de la Comisión me comentó acerca de una inquietud del señor Diputado 
Lacalle Pou. Además, la señora Secretaria de la Comisión me informó que había sido cursada una 
comunicación solicitando nuestra comparecencia para referirnos a una circunstancia que se dio -tendría que 
ver en el expediente en qué fecha- alrededor de la semana de turismo. En esa oportunidad, creo que por 
instrucciones de la Casa Militar de la Presidencia, se restringieron las amarras o fondeos en la costa del 


Parque Anchorena y en el muelle del destacamento que tiene la Prefectura Nacional Naval en el Río San 
Juan. 


Dicha limitación, seguramente, se debió a las circunstancias existentes y al hecho de que el Presidente de la 
República iba a estar en esa zona en ese tiempo. Me refiero a las circunstancias generales que ameritaron 
determinadas iniciativas en ese tiempo para expresar oposición a la implantación de las plantas de celulosa; 
ello tiene que ver con el papel que juega ese muelle, ese atracadero, controlado por la Prefectura, que es de 
respaldo al Parque Anchorena y a la casa Presidencial. Pero en lo que respecta a la navegación en el Río San 
Juan, no existe, existió ni puede existir alguna prohibición. En ese sentido, hay leyes nacionales que definen 
claramente el tema. Nosotros recibimos un expediente a partir de la inquietud de algunos propietarios de 
barcos que, justamente, pidieron información acerca de por qué no se les había dejado amarrar en dicho 
muelle, tal como lo hacían habitualmente. Después de que ese trámite recorrió el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, con fecha 18 de abril de 2006 enviamos una nota al Director Nacional de Hidrografía, quien 
nos consultó sobre el tema. Dicha nota dice lo siguiente: "Respecto de la solicitud recibida interesa realizar 
las siguientes puntualizaciones: 1) La ley autoriza la libre navegación en ese curso de agua, salvo 
limitaciones expresas". En este caso, las limitaciones, seguramente, están vinculadas a los comentarios que 
he hecho y a que el destacamento de Prefectura no tiene ninguna obligación de permitir que amarre algún 
tipo de embarcación. Continúa diciendo la nota: "2) El Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la 
Dirección Nacional de Hidrografía no tienen ni destacamento ni instalaciones que permitan autorizar o servir 
el fondeo en la zona de la solicitud”. Lamentablemente, allí no tenemos destacamento, ni personal para 
ofrecer o regular los servicios que se realizan. Por lo tanto, no estamos en condiciones de autorizar, ni servir 
ningún tipo de fondeo. Continúo leyendo: "3) Otros elementos vinculados a la utilización y seguridad en las 
aguas del Río San Juan no son competencia del Ministerio de Transporte y Obras Públicas". Esto se expresa 
con referencia al papel que juega la Prefectura Nacional Naval en esa zona, así como en toda la costa del 
país. 


Esta es la constancia que hacemos con mucho gusto porque refiere a nuestra participación en los hechos 
sobre los cuales hemos sido consultados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro de Transporte y Obras Públicas 
y que haya respondido al requerimiento del señor Diputado Lacalle Pou. Si hubiéramos sabido que el 
señor Ministro tenía esta documentación habríamos citado al señor Diputado a participar de la 
Comisión. De todos modos, creo que el señor Diputado Lacalle Pou se va a sentir satisfecho porque 
pudimos abordar el tema y obtener una respuesta del señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS.- Quiero aclarar que me comuniqué 
telefónicamente con el señor Diputado y no sabía que la Comisión me había convocado para hablar de 
ese tema. Afortunadamente, tengo el expediente en mis manos. Cualquier cosa, con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


